
El problema de la vivienda en España incide de 

manera importante en el nivel de pobreza 

 

La actuación protectora del Estado a través del lanzamiento del ingreso mínimo vital 

y la revalorización de las pensiones sacó el año pasado de la pobreza a 11 millones de 

personas, como se puede calcular analizando la Encuesta de Condiciones de Vida del INE: 

se evitó que cayeran en la pobreza “8,1 millones gracias a los ingresos por jubilación y 

supervivencia y 2,9 millones al resto de transferencias”, recoge un estudio al respecto.  

Los países de nuestro entorno europeo logran reducir la pobreza mucho más que 

España debido a otras ayudas del Estado que se dirigen a la protección social de la infancia 

y a la vivienda, que se ha convertido en uno de los principales factores de 

empobrecimiento en los últimos años no solo para las personas más vulnerables sino 

también “para la clase media”. Por una parte, las ayudas a la vivienda parece que siguen 

siendo muy reducidas y, por otra, el parque público de viviendas es muy escaso. 

El gran aumento del precio de la vivienda y del alquiler sitúa a la gente en un sin 

salida: no pueden comprar una vivienda porque el alquiler es cada vez más caro, 

disminuyendo a cero la capacidad de ahorro, que impide iniciar el proceso de compra. En 

el caso de las personas en pobreza en el alquiler se va más de la mitad de sus ingresos 

(51%), dedicándose el 26% a la hipoteca. Algunos jóvenes logran superar esta frontera 

gracias a la ayuda de sus padres. 

Las causas que provocan esta desastrosa situación para algunos son: la 

especulación inmobiliaria, la vivienda se ha convertido en un negocio financiero, dejando 

de ser un derecho básico; los fondos buitre de inversión y grandes tenedores que encarecen 

el mercado, el crecimiento de pisos turísticos, ya que su alquiler reduce la oferta para 

residentes permanentes; rentistas y propietarios especuladores. El mismo sistema 

capitalista que impone el mercado libre: un bien tan importante como es un techo donde 

todos puedan vivir dignamente no puede estar en el libre mercado, incluso sometido a 

especulación, con el fin de obtener los máximos beneficios posibles. A todo ello hay 

que añadir el escaso número de vivienda pública que hay en España, que tiene uno de los 

porcentajes más bajos de Europa. 

Ante este triste panorama algunos proponen una regulación de alquileres que limite 

los precios, especialmente en zonas tensionadas, más vivienda pública, si bien los hay que 

consideran que con ello se fomentaría la especulación neoliberal, intervención del Estado 

con una Ley de Vivienda que controle el mercado, limitar la compra especulativa de 

viviendas, controlar, quizás restringiendo las adquisiciones por parte de fondos e inversores 

extranjeros, aumentar el impuesto a viviendas vacías con posibles sanciones a grandes 

tenedores, promocionar el alquiler social como alternativa al mercado privado. La visión 

central es que la vivienda debe ser un derecho garantizado, no un bien de mercado, y que 

el problema se resuelve con mayor regulación estatal y menos liberalización. 
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Complemento las anteriores consideraciones con estas anotaciones de Julio 

Rodríguez López, Doctor en Ciencias Económicas, Estadístico Facultativo y Miembro de 

Economistas Frente a la Crisis, en cuya Web en un artículo de noviembre de 2025 nos dice 



que la Ley por el Derecho a la Vivienda (Ley 12/.2023) articula las políticas públicas sobre 

los controles de los incrementos de precios del alquiler y la construcción de vivienda 

protegida, esta última orientada al alquiler. Y comenta: “En lo que se refiere al control de 

alquileres, previa creación de las zonas de mercado residencial tensionado, solo se ha 

podido implantar de forma relevante en Cataluña, por la negativa de la mayoría de las 

comunidades autónomas. La promoción de nuevas viviendas protegidas aparece como 

condición necesaria para frenar los precios del alquiler en España. No es condición 

suficiente, pues las viviendas protegidas que se están construyendo ahora en España, 

promovidas directamente o bajo la fórmula concesional, salen al mercado con precios de 

venta o con alquileres no accesibles para hogares con bajos niveles de ingresos”. 

“El gobierno anunció en enero de 2025 la creación de una “Empresa Pública de 

Vivienda” para construir viviendas protegidas destinadas al alquiler asequible. En junio de 

2025 el gobierno ha anunciado que se han identificado de forma preliminar más de 40.000 

viviendas y cerca de 2.400 suelos, con capacidad de albergar 55.000 viviendas 

aproximadamente, hasta ahora en poder de Sareb. Dichas viviendas y suelos “pasaran a 

formar parte del parque público de vivienda asequible para siempre.” Se trata ahora de 

financiar la construcción de un volumen anual de viviendas protegidas destinadas al 

alquiler que oscile entre las 30.000 y las 50.000 viviendas anuales y ello durante un periodo 

mínimo de diez años. Los precios del alquiler de dichas viviendas deberán situase en torno 

a los 500 euros/mes”. 

 

 


